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			A través de las entrevistas realizadas por el periodista Miguel Ángel Noceda, este libro se adentra en los entresijos de la economía española de la democracia y trata de desvelar sus claves y su evolución con tres de los ministros de Economía más importantes desde la Transición: Carlos Solchaga, Pedro Solbes y Luis de Guindos. A Solchaga le tocó culminar la entrada en la Comunidad Europea (luego Unión Europea), Pedro Solbes condujo la economía para cumplir los criterios de Maastricht que había firmado Solchaga y que llevarían a la unión monetaria, y Luis de Guindos se ha enfrentado a la crisis financiera mundial. 

		

	
		
			INTRODUCCIÓN

DE LOS PACTOS DE LA MONCLOA 
A LA SALIDA DE LA CRISIS


			El 25 de octubre de 2017 se cumplen cuarenta años de la firma de los Pactos de la Moncloa (fueron dos, denominados «Acuerdo sobre el programa de saneamiento y reforma de la economía» y «Acuerdo sobre el programa de actuación jurídica y política»), que significaron un avance definitivo en la transición española hacia la democracia tras la dictadura de Franco, principal objetivo para, posteriormente, dar paso a la modernización del país. En ellos se implicaron los principales partidos políticos, que acababan de crearse o legalizarse, con el apoyo de los sindicatos, que no estuvieron en la firma pero se hallaban implícitamente representados por los partidos de izquierda (PSOE y PCE), y las asociaciones empresariales. Se firmaron en el Palacio de la Moncloa, que se había convertido en la sede del Gobierno, para después ser ratificados en el Congreso de los Diputados dos días después y en el Senado el 11 de noviembre de 1977. 

			En aquel año España tenía unas ganas locas de democracia, pero se encontraba terriblemente zarandeada por la crisis económica mundial que hacía que el diagnóstico de la economía española fuera de extrema gravedad. Cuatro años antes, el encarecimiento de los precios del petróleo tras la guerra del Yon Kippur entre árabes e israelíes —llevó el precio del barril de crudo de 1,63 a 14 dólares en doce meses— había impactado en todas las economías y, en el caso español, había dejado el país al descubierto. Salieron a relucir todos los problemas y el «milagro» franquista se desvaneció irremisiblemente. Los políticos que se bregaban en el empeño de modernizar el país y los partidos de izquierda, recién instalados en la vida nacional, se encontraron con un miedo atroz a que la crisis arruinara el proceso de transición que había comenzado tras el nombramiento de Adolfo Suárez como presidente del Gobierno por parte del rey Juan Carlos.

			Los datos fundamentales de la economía resultaron no ser tan reales como aseguraban las cifras oficiales. El déficit público (en torno al 2 % del PIB) no era demasiado alarmante, pero no contemplaba el déficit encubierto de numerosos organismos autónomos, empresas públicas y otras industrias que posteriormente tuvieron que pasar por la reconversión; había una gran inflación «oculta» o reprimida por la hoy desaparecida Junta Superior de Precios y habían vuelto muchos emigrantes, en parte atraídos por la apertura política, pero principalmente porque la crisis del petróleo también hacía mella en los países en los que habían estado contratados.

			En 1977, el Producto Interior Bruto (PIB) era de 9,1 billones de pesetas de entonces (unos 11.500 millones de euros), con un PIB por habitante equivalente a 3.000 dólares (ahora supera los 14.000 dólares). El crecimiento en términos reales era del 2,8 % y parecía sólido, pero el consumo privado —fuerza principal de la economía— era menor: en torno al 1,5 %. Cuarenta años después, el PIB español supera los 1,1 billones de euros. El euro sustituyó a la vieja peseta y a otras divisas europeas desde 2002 tras los acuerdos de Maastricht de 1992, que dieron lugar a los principales avances de una Europa integrada de la que España formaba parte desde 1986. 

			Lo peor se reflejaba en los precios al consumo. La inflación se disparó: en algunos momentos a lo largo de aquel año llegó a superar el 30 %, si bien 1977 acabó con un 26,4 % de aumento. El Banco de España, encargado de controlar los precios mediante la política monetaria, tenía entonces una actitud muy laxa, lo que, en definitiva, financiaba el crecimiento de la inflación. Los tipos de interés para créditos personales superaban el 10 %, aunque no tardarían en rebasar el 20 % poco después.

			Apareció entonces otro de los graves problemas estructurales de la economía española —que no ha podido evitarse salvo en algunos periodos muy limitados, como en 2007, que se situó por debajo del 9 %— durante estos cuarenta años transcurridos: el desempleo. En 1973, según la Encuesta de Población Activa (EPA), los parados rondaban los 325.000, cifra que, de repente, se duplicó hasta llegar a los 627.990 en diciembre de 1976. Un año después ya eran 760.060 y superaban el millón cuando terminaba el año 1978. La tasa de paro sobre la población activa era, a finales de 1977, de 5,69 %; en el momento de escribir estas páginas es del 18,6 %, y en estos últimos años ha alcanzado el récord al superar el 27 %.

			La población, por lo demás, era joven. El boom de nacimientos de los últimos años cincuenta y primeros sesenta hizo que en el momento de las primeras elecciones generales del 15 de junio de 1977, el 25 % de los habitantes de España tuviera menos de 18 años (ahora ese porcentaje es menor del 15 %). Además, el peso del sector primario seguía siendo muy alto. De los 12,5 millones de trabajadores ocupados que había en 1977 (hoy son más de 16 millones), 2,5 lo estaban en agricultura (ahora hay menos de un millón). Más de 5,3 millones trabajaban en el sector servicios, mientras que en la actualidad lo hacen más de 10 millones. El turismo, la primera industria nacional, trajo a España a 34 millones de visitantes, más o menos la mitad de los que recalaron en 2016: 75 millones.

			El tejido empresarial era una mezcla de monopolios y oligopolios, controlados en su mayor parte por el capital público. Era una economía enormemente intervencionista y muy rígida que no tenía capacidad competitiva. La decisión del Gobierno de Adolfo Suárez, que había fundado Unión de Centro Democrático (UCD) a partir de varios grupos impulsados en su mayor parte por políticos que habían sido dirigentes durante el franquismo (el propio Suárez había sido ministro secretario general del Movimiento), de devaluar la peseta casi un 20 % era un síntoma claro de la crítica situación que vivía el país. 

			Todo estaba roto o medio roto. Con los precios desbocados y la estructura social resquebrajada no cabía otra salida que buscar un gran acuerdo nacional con la participación de todas las fuerzas sociales. Tras las elecciones del 15-J, Suárez nombró a Enrique Fuentes Quintana vicepresidente del área económica y a Fernando Abril Martorell del área política. Se puso en marcha toda la maquinaria para corregir las grandes lacras que lastraban la economía española: la inflación, el desempleo y el fuerte déficit exterior, que superaba los 11.000 millones de dólares. De este modo comenzaban a rodar los Pactos de la Moncloa.

			Se trataba de involucrar a todos: a los partidos de izquierda (el PCE había sido legalizado en el Sábado Santo de 1977), a los sindicatos, recién salidos de las catacumbas, y a los empresarios, que acababan de constituir la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE). La idea era acordar un ajuste general para luego abordar una Constitución para todos, según dijo José Luis Leal en unas declaraciones a El País. Leal, que era entonces director general de Política Económica, formó el equipo que redactó el documento técnico base para los Pactos junto a Manuel Lagares, subsecretario de Economía; Luis Ángel Rojo, director del Servicio de Estudios del Banco de España, y Blas Calzada, director general de Estadística.

			El documento técnico debía pasar por la aprobación política, y Fernando Abril se encargaría de negociar con los partidos de la oposición. Primero se reunió con Santiago Carrillo, secretario general del PCE, hecho que no gustó demasiado al PSOE, que tras las elecciones generales tenía serias expectativas de alcanzar el poder en un corto espacio de tiempo. Quizá por ello mostró bastantes reticencias a dar su respaldo, aunque finalmente Felipe González accedió a firmar los Pactos. El riesgo de descarrilamiento era evidente, porque los ingresos no iban bien, la balanza exterior mostraba un enorme déficit y las cifras de desempleo alcanzaban récords históricos.

			Los firmantes fueron Adolfo Suárez en nombre del Gobierno, Leopoldo Calvo-Sotelo (por UCD), Felipe González (por el PSOE), Santiago Carrillo (por el PCE), Enrique Tierno Galván (por el PSP), Josep Maria Triginer (por la Federación Catalana del PSOE), Joan Reventós (por Convergencia Socialista de Cataluña), Juan Ajuriaguerra (por el PNV) y Miquel Roca (por Convergència i Unió). Manuel Fraga (por Alianza Popular) no suscribió el acuerdo político, pero sí el económico.

			Los sindicatos y las asociaciones empresariales no estuvieron en aquella histórica foto de la firma en La Moncloa, pues se prefirió que los Pactos tuvieran la rúbrica política de las fuerzas representadas en el Parlamento. Eso no quería decir que las organizaciones sindicales (Nicolás Redondo lideraba la Unión General de Trabajadores, UGT, y Marcelino Camacho, Comisiones Obreras, CC OO) y la patronal CEOE quedaran al margen. Entre otras decisiones importantes, los sindicatos aceptaron un aumento salarial del 22 % (20 puntos más dos de deslizamiento), cuando, como hemos dicho, la inflación acabó ese año en el 26,4 %, y que se reconociera el despido libre para un máximo del 5 % de las plantillas. No resultaba muy explicable que los sueldos subieran menos que la inflación, lo que motivó que Camacho dijera aquello de «las matemáticas de la burguesía», pero los sindicatos firmaron y tuvieron que soportar que más de un militante les arrojara el carné a la cara. Aun así, su apoyo fue fundamental para consolidar la Transición. 

			Con el sistema franquista de impuestos indirectos, la presión fiscal no suponía más que el 22 % del PIB, por lo que los Pactos debían abordar también la implantación de un sistema fiscal moderno, del que se encargó Francisco Fernández Ordóñez como ministro de Hacienda (años más tarde sería ministro de Asuntos Exteriores con Felipe González). Junto a Fuentes Quintana, creó el modelo actual de IRPF. 

			Los Pactos de la Moncloa supusieron un cambio fundamental que sirvió, más allá del consenso político y de la corrección de algunos desequilibrios, para sanear la economía y sentar las bases para acercarse a Europa y conseguir el posterior crecimiento. La cirugía resultó eficaz en la inflación, que se redujo drásticamente hasta el 16,5 %, y se empezó a contener tanto el déficit público como el exterior. Sin embargo, el aumento del paro no pudo evitarse.

			En materia política, los Pactos permitieron modificar las restricciones de la libertad de prensa, quedando prohibida la censura previa, y un cambio de la legislación sobre secretos oficiales. Asimismo se aprobaron los derechos de asociación política, de reunión y la libertad de expresión, tipificando los delitos correspondientes por la violación de los mismos. Se creó el delito de tortura; se reconoció la asistencia letrada a los detenidos; se despenalizó el adulterio y el amancebamiento; se derogó la estructura del Movimiento Nacional, así como otras medidas sobre la restricción de la jurisdicción penal militar…

			Los Pactos de la Moncloa fueron, con sus luces y sus sombras, el arreón definitivo para consolidar la democracia en España, aunque hubo algunos peligros difíciles de sortear, como el intento del golpe de Estado del 23F de 1981. Pero, para entonces, la democracia ya había cogido carrera y era difícil detener el deseo de una mayoría abrumadora que quería libertad. Después de la firma de aquellos Pactos comenzó una labor inagotable de modernización que mezclaba la política con la economía. Los Gobiernos de UCD, cogidos por alfileres y formados por una sopa de letras de distinto origen y condición, hicieron lo que pudieron para modernizar la economía. 

			Por entonces, los empresarios, que empezaban a estar organizados en la patronal CEOE y en las patronales sectoriales y regionales, también entraban en acción, con el catalán Carlos Ferrer Salat y el palentino José María Cuevas, que luego estaría 23 años al frente de la organización. Y aunque el saldo, visto cuarenta años después, es positivo, no siempre se actuó de manera constructiva, si bien es cierto que en aquellos años se empezó a cocer un caldo de cultivo para el entendimiento entre los agentes sociales que ha ido mejorando con los años. 

			La amalgama que había dado lugar a UCD se acercaba a su desintegración, dando lugar a la victoria del PSOE, que llegó en octubre de 1982 con una abrumadora mayoría de 202 escaños sobre 350. Los socialistas, liderados por Felipe González, tuvieron una de sus primeras actuaciones polémicas en la expropiación de Rumasa, un holding de más de 300 empresas (entre ellas, 18 bancos) al que su fundador y presidente, José María Ruiz-Mateos, había llevado al abismo. Otra fue la intervención en Banca Catalana, dirigida por Jordi Pujol, que luego sería presidente de la Generalitat de Cataluña y que, a la hora de escribir estas líneas, está involucrado en un caso de posible corrupción por el origen de su fortuna. 

			Fueron decisiones que marcaron la impronta del nuevo Gobierno, que no estaba dispuesto a dejarse llevar por determinismos de un lado o de otro. En ese sentido, el Ejecutivo socialista imprimió un ritmo imparable a una reconversión industrial que se había dilatado en exceso durante los Gobiernos de UCD, pese a las críticas que eso supuso desde la izquierda. 

			Era necesario cumplir los compromisos para entrar en las Comunidades Europeas (CE), que luego se llamaría Unión Europea, y la modernización del tejido productivo era una de las exigencias. Como también lo era liberalizar los mercados y prepararlos para competir en una economía más globalizada. A esto respondió el denominado «decreto Boyer» (Miguel Boyer, muerto en septiembre de 2014, fue el primer ministro de Economía de Felipe González entre 1982 y 1985, cuando dimitió tras exigir más margen de maniobra y una Vicepresidencia económica) sobre arrendamientos y libertad comercial, así como otras medidas en las que se volcó la Administración poniendo a cientos de funcionarios a la tarea.

			Tras la entrada en la Comunidad Económica Europea (CEE), la modernización continuó con la desaparición de los antiguos monopolios; con la privatización de las empresas públicas, dando lugar a la creación de los grandes grupos industriales españoles; con la constitución de los organismos reguladores; con la autonomía del Banco de España; con la reestructuración financiera, que caería por su propio peso por la necesidad de los bancos de ganar tamaño para competir y que se aceleró tras la opa del Banco de Bilbao sobre Banesto y la inmediatamente posterior guerra del pasivo lanzada por el Banco Santander, que cambió el statu quo del sistema; con la intervención de Banesto tras cinco años de gestión errática de Mario Conde; con las devaluaciones de la peseta tras la crisis del Sistema Monetario Europeo (SME)… y, definitivamente, con los Tratados de Maastricht para la creación de la moneda única, que exigieron un esfuerzo importante para reducir el déficit, la deuda y la inflación. Al final, España cumplió y formó parte, desde el primer momento, del club del euro. Esta parte final del proceso la dirigió el PP, que había ganado las elecciones de 1996, con José María Aznar a la cabeza, tras trece largos años de Gobierno socialista. 

			Era una transformación radical que marcaba también el cambio de siglo y el inicio de un mundo distinto dominado por la tecnología, que ya se había instalado, mientras la economía vivía uno de los ciclos de bonanza más largos y esplendorosos de su historia. Parecía que aquello nunca se iba a acabar, lo que dio lugar a numerosos excesos macroeconómicos, centrados principalmente en la burbuja tecnológica y en la inmobiliaria, que depués estallaría provocando un derrumbe de enormes dimensiones. 

			La vuelta al poder del PSOE en 2004, con José Luis Rodríguez Zapatero como presidente, no logró frenar esos excesos, aunque instauró una política social que el país reclamaba desde hacía tiempo y que permitió dar un notable paso adelante. Pero en 2008, cuando todo el mundo estaba ya contaminado por el escándalo de las subprime estadounidenses, estalló la crisis que daría lugar a una recesión sin parangón en España. Ya en 2011, con un nuevo Gobierno del PP dirigido por Mariano Rajoy, se logró impedir que el país fuera intervenido, pero a costa de muchos sacrificios. Entre otras medidas, fue necesario abordar la reestructuración del sector financiero, lo que dio lugar a la transformación de las cajas de ahorros en bancos tras un proceso de fusiones sin precedentes. 

			TRES TESTIGOS, TRES ETAPAS


			De todas esas etapas, ocupando diferentes cargos y responsabilidades, han sido testigos Carlos Solchaga, Pedro Solbes y Luis de Guindos, que protagonizan este libro, cuyo origen parte de la entrevista conjunta que tuvimos para el diario El País con motivo del 30 aniversario del suplemento Negocios. En este caso, han sido entrevistas por separado a los tres protagonistas, realizadas en distintas fases, que se han transcrito literalmente. Con posterioridad fueron revisadas para realizar las correcciones y modificaciones necesarias. Se apreciará una diferencia entre la extensión de las declaraciones de Carlos Solchaga y Pedro Solbes frente a las de Luis de Guindos. Mientras las de los dos exministros socialistas se extienden a lo largo de los cuarenta años, el actual titular de Economía prefirió no entrar demasiado en los primeros años por no haberlos vivido de cerca y no contar con conocimientos directos de los mismos. Cada uno, en periodos distintos, ha dirigido los destinos de la economía de España como ministros del ramo. Y cada uno ha tenido diferentes problemas a los que enfrentarse. Solchaga, que antes de ser ministro de Economía y Hacienda (1985-1993) lo fue de Industria (1982-1985), vivió la reconversión industrial, la recta final para la entrada en la Comunidad Económica Europea, con toda la adaptación y modernización que esto suponía, y los Tratados de Maastritch que llevaron a la moneda única; a Solbes, que fue uno de los componentes del equipo negociador que preparó la entrada en la CEE desde los años de la Transición, le tocó afrontar como ministro de Economía y Hacienda (1993-1996) los primeros pasos de cumplimiento de los compromisos que se acordaron en la ciudad holandesa para incorporarse al euro y, en una segunda etapa, tras haber ocupado la Comisaría para Asuntos Económicos y Monetarios europea (1999-2004), tuvo que vadear la crisis otra vez como vicepresidente y ministro de Economía y Hacienda (2004-2009); y De Guindos, que recibió el encargo de Mariano Rajoy para ocuparse del Ministerio de Economía y Competitividad cuando el PP regresó al poder en 2011, y en la siguiente legislatura, con el añadido de Industria (2016), tuvo que enfrentarse a la crisis internacional y a un rescate que logró evitar. 

			Los tres tienen obra publicada (Carlos Solchaga escribió El final de la edad dorada, 1997; Solbes, Recuerdos, 2013; y De Guindos, España amenazada, 2016) en la que cuentan su experiencia al frente del departamento. Entre los tres suman más de 21 años dirigiendo el Ministerio de Economía (ocho de Solchaga, otros ocho de Solbes y los cinco largos que lleva De Guindos), es decir, más de la mitad de los últimos cuarenta años de democracia. Desde que se firmaron los Pactos de la Moncloa, han ocupado el cargo (a veces, como en la actualidad, sin Hacienda) Enrique Fuentes Quintana, Fernando Abril Martorell, José Luis Leal, Juan Antonio García Díez (los cuatro durante los Gobiernos de UCD), Miguel Boyer, Carlos Solchaga, Pedro Solbes (en los Gobiernos de Felipe González), Rodrigo Rato (con Aznar), el propio Pedro Solbes, Elena Salgado (en la etapa de Zapatero) y De Guindos, con Rajoy.

			Los tres dejan testimonio en estas páginas de sus experiencias ante los hitos que han marcado la historia económica de España durante este periodo. Experiencias diferentes por sus responsabilidades y edad, más coincidente en el caso de Solchaga y Solbes, que ya estaban activos antes de que muriera Franco (de ahí que el caso de De Guindos, más joven, tenga menos despliegue en la primera mitad). Con esas salvedades, las reflexiones se extienden desde antes de la firma de los Pactos de la Moncloa hasta la reciente crisis, pasando por las negociaciones para la incorporación a la Comunidad Económica Europea, la reconversión industrial, la relación con los sindicatos y la patronal, la reforma financiera, los acuerdos de Maastricht para la moneda única y su posterior instauración, los cambios de Gobiernos, las burbujas tecnológica e inmobiliaria, sus relaciones con los diferentes protagonistas que han ido pasando por la pasarela política y económica del país, los escándalos que se han ido sucediendo (expropiación de Rumasa, caso Banca Catalana, intervención de Banesto, caso Ibercorp, caso Bankia, caso Rato…), las políticas implantadas en los distintos periodos y las prioridades de sus respectivos Gobiernos.

			MIGUEL ÁNGEL NOCEDA

			 

		

	
		
			CARLOS SOLCHAGA

			Carlos Solchaga Catalán (Tafalla, Navarra, 1944) había destacado como portavoz del grupo parlamentario de los Socialistas Vascos en temas económicos con motivo de la moción de censura del PSOE al presidente Adolfo Suárez en 1980. Había llegado al Parlamento ese mismo año como diputado por Álava tras la renuncia del número uno de la lista (Solchaga iba como número dos y no salió). En octubre de 1982, cuando los socialistas barrieron en las elecciones, ya fue como número uno por Navarra, provincia por la que renovó escaño en las siguientes elecciones, hasta las de 1993, inclusive. 

			Solchaga ingresó en el PSOE en 1974 y cuatro años más tarde pasó a formar parte de la Ejecutiva del partido en Euskadi tras haber participado en la elaboración del Estatuto vasco. Durante ese periodo fue consejero de Comercio en el Consejo General Vasco, el órgano preautonómico del País Vasco, bajo la presidencia de Carlos Garaikoetxea.

			Antes de entrar en política, Solchaga, economista licenciado en la Universidad Complutense de Madrid y con estudios de postgrado en el Instituto Tecnológico de Massachusetts (MIT), trabajó en el Banco de España, donde ocupó la jefatura de la sección de Balanza de Pagos y Economía Internacional, y fue subdirector de Estudios del INI y director de Estudios del antiguo Banco de Vizcaya (posteriormente integrado en el BBV y BBVA). 

			Cuando Felipe González formó Gobierno, encomendó a Solchaga la cartera de Industria. Como titular de este ministerio, sus decisiones más importantes fueron la reconversión industrial y la expropiación de Rumasa, en la que participó junto al ministro de Economía, y amigo, Miguel Boyer, a quien sustituyó el 4 de julio de 1985 tras la espantada de este al no lograr ser nombrado vicepresidente, tal como había pedido a González. Solchaga continuó en el cargo hasta 1993, y durante ese periodo, entre otras actuaciones, dirigió las privatizaciones, la desmonopolización, la reconversión financiera y las negociaciones para la moneda única. También vivió el enfrentamiento con UGT, el sindicato hermano, que venía larvado desde las medidas para la reconversión industrial y que estalló con la huelga general del 14 de diciembre de 1988. Considerado uno de los líderes de los renovadores dentro del PSOE, también tuvo enfrentamientos internos con los guerristas. 

			Tras las elecciones de 1993 ya no formó parte del Gobierno y pasó a dirigir el Grupo Parlamentario socialista, cargo del que dimitió cuando se conoció que el exgobernador del Banco de España, Mariano Rubio, no había pagado sus impuestos. Tras dejar la política fundó el despacho Solchaga Recio & Asociados, dedicado al asesoramiento económico internacional, junto a José Aureliano Recio, que fue consejero de Fomento y Turismo del Gobierno andaluz con José Rodríguez de la Borbolla como presidente autonómico. No obstante, siguió durante un tiempo como miembro del comité federal del PSOE. En su faceta privada, fue presidente del consejo editorial del Grupo Expansión y asesor del Grupo Prisa. 

		

	
		
			1
LA ECONOMÍA FRANQUISTA Y LA TRANSICIÓN A LA DEMOCRACIA


			En parte por preferencia política y en parte como consecuencia de las condiciones imperantes en la economía mundial entre 1939 y 1946, el franquismo adoptó unos principios inspiradores sobre el futuro económico del país bastante nefastos, puesto que estaban basados en la autarquía y, por tanto, en el cierre de la economía nacional al resto del mundo. Se pensaba que de esta forma se aseguraba una estrategia autónoma. El franquismo —como tanto le gustaba decir a Manuel Fraga del Gobierno socialista— solamente acertaba cuando rectificaba. Y no fue más que una rectificación en toda regla el Plan de Estabilización de 1959 y las sucesivas aperturas que en política arancelaria y de intercambio internacional, después de la entrada de España en el Fondo Monetario Internacional [FMI] y en el Banco Mundial, les siguieron en las siguientes décadas. 

			Dentro de ellas, tuvo mucha importancia, y quizá se le ha dado poca, la negociación inteligente que se hizo del Tratado de 1970 con la Comunidad Económica Europea [CEE], porque en él la CEE seguramente valoró en poco la capacidad industrial que se había creado en España, que ya era muy competitiva como consecuencia de los bajos salarios. Ello permitió que al final de los años sesenta y principios de los setenta España tuviera tasas de crecimiento muy significativas. De manera que cuando murió Franco, en 1975, la economía se había industrializado de una forma muy considerable, aunque no precisamente en las líneas donde existían ventajas comparativas, al no estar abierta a la competencia extranjera, sino un poco en todas las líneas. En algunas de ellas, las inversiones habían sido un error y había que eliminarlas.

			Por otro lado, cuando murió Franco, la economía española estaba encarando una situación cada vez más complicada como consecuencia de la subida de los precios del petróleo y su impacto tanto sobre la balanza de pagos, por el precio de las importaciones más altas y la recesión que había producido a nivel mundial, que disminuía nuestras exportaciones, como por el hecho de que en España simultáneamente se produjeron dos fenómenos que hicieron que la situación fuera cada vez más difícil. Por un lado, la incertidumbre política: no se sabía cómo iba a ser la transición después de Franco, lo que se refleja claramente en las inversiones (de hecho, la formación bruta de capital fijo entró en tasas negativas que perduraron hasta 1985, una década entera de disminución de la inversión). Por otro, hay un aumento de las exigencias salariales y de las horas de huelga, porque al margen de cualquiera que sea la situación económica, los sindicatos y, en general, el movimiento obrero cree que es el momento de poner en marcha una serie de presiones para restaurar la libertad sindical y la libertad de huelga. En conjunto, esto desemboca en un aumento rápido de los precios y de la inflación (el IPC pasa desde el 15 % en 1974 hasta el 24 % en 1977, cuando se firman los Pactos de la Moncloa, y aunque a partir de ahí el IPC vuelve a caer, permanece con cifras de dos dígitos hasta 1984).

			A consecuencia de todo ello se produce también una crisis de la balanza de pagos que sitúa el déficit por cuenta corriente entre el 3,7 % y el 4 % del PIB hasta 1977, lo que lleva a una situación totalmente inestable desde todos los puntos de vista: la inflación está a punto de irse de las manos, no disminuye la presión sindical sobre los salarios y el valor de la peseta va cayendo en sucesivas devaluaciones. Después de la devaluación de 1978 se recupera el equilibrio exterior, pero con la subida de los precios del petróleo en 1979 y 1980 por la revolución iraní vuelve a desaparecer otra vez. Es decir, el país está en una situación extremadamente difícil en la que la incertidumbre política tiene un feed back negativo sobre el crecimiento económico y, al mismo tiempo, pone en duda la posibilidad de establecer un crecimiento estable sin el cual es imposible que la situación política llegue a estabilizarse.

			La economía española, que tenía cerca del 50 % del PIB en la agricultura al finalizar la Segunda Guerra Mundial, cuando muere Franco ya es la de una sociedad industrial y de servicios, aun cuando las infraestructuras eran todavía pobres y el sistema financiero estaba muy intervenido. Se había configurado, además, una condición básica para la estabilidad política: se habían creado unas extensas clases medias, que no habían existido apenas en la época de la República y que, desde luego, no habían existido en todo el siglo XIX. Estas transformaciones tuvieron lugar durante el franquismo y a partir de ellas comienza el desarrollo económico y social a la muerte de Franco.

			Durante el franquismo fue significativa la llegada de los tecnócratas al poder, porque consideraron que una España cerrada al exterior no podía durar eternamente y por sus ideas de reducción del arancel o sobre la modernización de la Administración pública. Tuvieron el valor de rectificar el rumbo general de la política, hacerla más homologable, lo que pasaba por el visto bueno del Banco Mundial y del FMI, y también del GATT (ahora Organización Mundial del Comercio). 

			Mientras tanto, el desarrollo y la industrialización se habían producido en una atmósfera enrarecida de protección. Casi todo lo que se había transformado en España estaba cogido con alfileres. El desarrollo bancario, que había sido muy importante, funcionaba porque a los bancos se les garantizaba el beneficio, se les decía cuál debía ser el tipo de interés para remunerar los depósitos, se les decía cuáles eran los tipos de activo y se aseguraba que entre los dos hubiera una diferencia suficiente para que pudieran ganar dinero con seguridad. Al final del periodo se vio que los bancos, en cuanto entraban en situaciones de mayor competencia o se embarcaban en políticas equivocadas de inversión en sectores difíciles, como el inmobiliario, estaban sostenidos sobre pies de barro. 

			Otro tanto pasó con la mayor parte de la industria pesada. El régimen quiso extender la industrialización y la construcción naval en Cádiz y en Galicia, por ejemplo, dos zonas claramente retrasadas; que siguiera adelante, como si fuera competitiva, la minería del carbón en Asturias y León… Y se comprobó que tan pronto como se abría la puerta a la competencia internacional, o se planteaba, como en 1973, la subida unilateral del precio de la energía, todo podía caerse. Y, de hecho, estuvo a punto de caerse completamente, por lo que hubo que aplicar una política muy importante de intervención estatal en apoyo de la industria en los años de la transición política a la democracia. 

			LOS PACTOS DE LA MONCLOA


			Ante una situación de pérdida de valor de la moneda, de balanza de pagos deficitaria y de una inflación que estaba a punto de convertirse en hiperinflación (se llegó a tasas del 30 % anuales), había dos posibilidades. Una era un Gobierno fuerte, con una sociedad solidaria y unas instituciones democráticas que decidieran apoyar un plan de ajuste brutal. Pero eso no era lo que existía en España, porque el Gobierno de UCD, con 167 diputados, no tenía la fortaleza necesaria ni las ideas claras sobre cómo llevarlo a cabo. Lo que la gente quería era pasar de la falta de libertad sindical a tener sindicatos libres, de la falta del derecho de huelga a la aplicación del derecho de huelga, de un sistema paternalista de protección de trabajadores al Estatuto de los Trabajadores y la Ley Básica de Empleo. Los ciudadanos eran claramente partidarios de pasar de un statu quo a otro, pero sin pensar en las dificultades para financiar ese cambio en plena crisis económica. 

			En ausencia de ese clima y de un Gobierno poderoso, la alternativa para hacer frente a la inflación galopante y a la crisis total de la balanza de pagos era la búsqueda de lo que en la época se llamaba el acuerdo social entre los sindicatos y la patronal, y de estos con el Gobierno correspondiente. Sin embargo, en España se daba la peculiaridad de que no se sabía cuál era el peso específico de los sindicatos, puesto que nunca se habían celebrado unas elecciones sindicales. Los sindicatos, por tanto, se vieron obligados a confiar en los partidos próximos a ellos ideológicamente para que les representasen en la negociación y firma del pacto social que se produjo entre las principales fuerzas parlamentarias y el Gobierno. 

			Todo ese caldo de cultivo condujo a los Pactos de la Moncloa, cuya importancia a veces ha sido sobrestimada, pero que tuvieron, sobre todo, dos consecuencias muy positivas. La primera, que al modificar los criterios para la negociación salarial y tomar como índice relevante para fijar los salarios la inflación prevista para el año y no la del año anterior, se redujeron las tendencias inflacionistas y, en dos años, se pudo bajar en siete u ocho puntos la tasa de inflación. Y la segunda, que los partidos de izquierda exigieron como contrapartida al sacrificio salarial un aumento de la presión fiscal y, sobre todo, cambios en la distribución de la carga tributaria a través de la reforma fiscal que se aprobó en 1978 y que se negoció mano a mano entre PSOE y UCD.

			Las principales cabezas en el área de la política económica en la Administración eran personas del Banco de España y del Ministerio de Comercio, con Juan Antonio García Díez [ministro de Economía con UCD] y su equipo, muchos de ellos técnicos comerciales, por un lado, y Enrique Fuentes Quintana y Francisco Fernández Ordóñez, por otro. Cosa distinta es que el Gobierno de la UCD no dispusiera de la fuerza suficiente para aplicar los puntos de vista de estos dirigentes, que, por lo demás, tampoco pertenecían al área más conservadora, sino que más bien se situaban entre posiciones liberales y socialdemócratas.

			La labor de Fuentes Quintana fue muy positiva porque ayudó mucho, tanto al Gobierno como a la oposición, a centrarse en los problemas fundamentales del momento. Su labor como gestor estuvo limitada porque su pasión por la política era también limitada y, claro, en política económica cuentan dos cosas: una estar bien orientado y otra tener la fuerza y el respaldo político suficientes, sobre todo en un periodo con tantas perturbaciones e incertidumbres en la segunda parte de los años setenta. Sin embargo, el esquema básico de la reforma fiscal fue el que Fuentes Quintana y su equipo habían estudiado. El impulso de los Pactos de la Moncloa es fundamentalmente inspiración suya sobre Adolfo Suárez [presidente del Gobierno]. A lo que hay que añadir la capacidad de este para persuadir a Ramón Tamames, Santiago Carrillo y al PCE, y, de esta manera, obligar al PSOE, tanto si le gustaba como si no, a entrar en el pacto. Enrique Fuentes tuvo la virtud de decir lo que pensaba y ponerlo en marcha. En cuanto encontró puntos de resistencia importantes se fue. Y lo comprendo. Por eso hacía hincapié en la distinción entre lo que podría ser su efectividad como vicepresidente económico y como gran gurú de la economía de España.

			Lo que no sé es si se fue demasiado pronto. Cada cual debe juzgar si, al irse, forma parte del problema o de la solución. Si se llega a la conclusión de que, con las fuerzas que uno tiene, empecinarse en determinadas cosas no hace sino enredar el problema en vez de solucionarlo, lo mejor es marcharse. En todo caso, para evitar ponerse en esa tesitura, hay que tener visión política para situarte en el camino y buscar aliados. Esto último Fuentes Quintana ni lo tuvo en cuenta ni lo valoró, quizá porque su temperamento era otro. Su papel se parece a esa cabeza respetada por todos [Mario Monti] que en Italia se buscó después de la crisis del Gobierno de Berlusconi. En todo caso, su figura fue importante, porque, aparte de persuadir a la UCD de que la única salida era la del pacto social, su propio nombre sirvió para convocar a la gente. Él estaba más allá de las discrepancias de partido y era un hombre muy respetado por todo el arco político español. En ese sentido fue una figura providencial en aquel momento, pero su aportación a los Pactos de La Moncloa y, sobre todo, a la posterior implementación de los mismos se vio limitada por sus características personales y su poca afición a la política. A él le gustaba más ser un asesor áulico.

			Fernando Abril Martorell sí era político y, de hecho, sabía mucho menos de economía que Fuentes u otros, como Luis Ángel Rojo o Mariano Rubio. Pero lo que tenía era un gran instinto para conectar con las fuerzas sociales. Era el tipo de persona que trataba de minimizar el coste político de cualquier conflicto, lo que entonces exigía el reconocimiento de los derechos sindicales, que él tradujo en un apoyo casi descarado a la UGT frente a CC OO. Su sentido pragmático le llevó a tomar decisiones en las que, por ejemplo, para evitar un problema en un pueblo de Castellón [Vall d’Uixó], nacionalizó la empresa que había allí, que se llamaba Calzados Segarra. Era imaginativo y audaz; pero yo creo que, en general, su papel fue positivo.

			Además, hizo otra cosa: ayudar a que funcionaran aquellos Gobiernos tan variopintos que hubo de formar Suárez con personas de ideologías muy diferentes, muchas de las cuales se creían con un nivel intelectual superior al del presidente, lo cual, dicho sea de paso, nunca se ha demostrado. Abril Martorell ayudó a mantener el equilibrio entre los diversos grupos, y la prueba es que la caída en picado de Suárez se produjo cuando él dejó la Vicepresidencia del Gobierno. A Abril hay que agradecerle tanto su esfuerzo para negociar la Constitución como el ir resolviendo los problemas del día a día, aunque no exhibiera una idea clara o un diseño global sobre cuál iba a ser el resultado, con el objetivo de seguir avanzando en el proceso de transformación hacia la democracia. 

			En cuanto a Juan Antonio García Díez y José Luis Leal, hay que decir que los dos son magníficos economistas, pero con grandes diferencias. Leal siempre fue el hombre en el que se apoyó Abril, y tenía un perfil político más bajo. García Díez, cuando pasó a Economía y luego a la Vicepresidencia con Leopoldo Calvo-Sotelo, era una persona con más capacidad de acción y más ambición política. El problema fue que se encontró con la crisis de UCD y quizá no supo dónde situarse. Es posible que si se hubiera unido al grupo de Francisco Fernández Ordóñez habría seguido en el Parlamento. Lo que es seguro es que lo que más le gustó en su vida fue la política. Trató de volver a ella con Miquel Roca [Operación Reformista] en 1986, pero no lo logró. En cuanto a los socialistas que tenían magníficas relaciones con la gente del Banco de España, como Luis Ángel Rojo y Mariano Rubio, auténticos inspiradores de la política económica y los principales líderes en esta materia, mostraron su relevancia con la llegada del PSOE al Gobierno.

			LA TORMENTA PERFECTA


			Con la llegada de la crisis industrial al final del franquismo no solo se redujo la demanda interior, sino que, además, el precio de los inmuebles cayó rápidamente, dando lugar a una crisis inmobiliaria que se ha descrito pocas veces y que, como la de principios del siglo XXI, afectó a numerosos bancos. La combinación de la crisis industrial, la pérdida de valor de las inversiones industriales de la gran banca y del valor inmobiliario de la banca pequeña y mediana condujo a una crisis del sistema de crédito cuyo coste todavía no ha sido evaluado. El colofón a este proceso —además de poner en grave riesgo a bancos como el Hispano, el Urquijo, el Central y el Banesto— fue la intervención del grupo Rumasa por parte del Gobierno socialista en 1983. La dirección de este grupo privado actuó siguiendo unas pautas parecidas a como habían actuado los Gobiernos hasta 1982 con la crisis industrial, emprendiendo una huida hacia adelante prestando dinero a empresas que estaban prácticamente en quiebra dentro del propio grupo, lo que dio lugar a una situación de total insolvencia. 

			No era la tormenta perfecta, pero se parecía bastante. Es decir, el país perdía competitividad por la elevada inflación de precios y salarios, y, al mismo tiempo, tenía un problema de balanza de pagos y de inestabilidad cambiaria muy grave. Por otro lado, no existía ninguna perspectiva para mejorar la inversión, porque la estabilidad política no estaba en modo alguno garantizada, como se demostró en el intento del golpe de Estado del 23 de febrero 1981. Y en medio de todo eso, el paro seguía creciendo de manera alarmante. Solamente en 1982, con un Gobierno como el socialista, que logró un respaldo muy importante tras las elecciones del 28 de octubre, se pudo hacer frente a esa difícil situación económica con alguna posibilidad de éxito. 

			Se hizo, y esto es muy importante, como parte del proceso que debía culminar con la entrada de España en la entonces Comunidad Económica Europea, proceso que ya habían avanzado los Gobiernos de la UCD. Las decisiones del Gobierno permitieron llevar a cabo una serie de transformaciones para hacer frente a la situación interna del país y prepararlo para una nueva en la que los niveles de protección efectiva, tanto de los bienes industriales como de una gran parte de los agrarios (no de todos, porque la política agraria comunitaria es más bien proteccionista), serían mucho menores respecto a la competencia internacional. Para reducir la inflación era aconsejable una política monetaria mucho más dura, que fue la que llevó a cabo Miguel Boyer [ministro de Economía del primer Gobierno socialista] y una política fiscal que, en realidad, no fue tanto de ajuste stricto sensu como de mantenimiento del déficit. El saldo de las Administraciones Públicas, que ya había alcanzado el 2,3 % del PIB en 1980, cuando llegamos nosotros en 1982 estaba en el 5,8 %. En el periodo 1982-1986 siguió en esos mismos niveles. Fue a partir de 1986 cuando cayó de manera significativa.

			En su conjunto, la política macroeconómica del Gobierno socialista conjugó una política fiscal que, por lo menos, no aumentó el déficit, pero tampoco lo redujo considerablemente, y una política monetaria que elevó los tipos de interés de manera muy considerable y que hizo bastante por bajar la inflación (el IPC se redujo del 14,4 % en 1982 al 8,8 % en 1985). La balanza de pagos, después de la devaluación de 1982, nada más tomar posesión del Gobierno, pasó a una situación de superávit que duró hasta aproximadamente 1988. Así pues, desde aquellos momentos la economía se fue modernizando, se mejoró el manejo del ajuste macroeconómico y, al mismo tiempo, hasta la entrada en la UE, se mejoraron considerablemente los salarios y las condiciones de vida de los trabajadores, sentándose las bases de un Estado de Bienestar moderno al mismo tiempo.
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